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JUZGADO CUARENTA Y UNO (41) LABORAL 

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

j41ctolbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Seis (06) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 

ACCIÓN DE TUTELA promovida por HECTOR IGNACIO GUZMAN 

VILLAMIL contra LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION, 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO –FOMAG-, SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE 

CUNDINAMARCA. 

 

ANTECEDENTES 

 

El señor HECTOR IGNACIO GUZMAN VILLAMIL, en nombre propio, 

presentó acción de tutela con la finalidad de que se ampare su derecho 

fundamental de petición y se ordene a la NACIÓN - MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN - FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO (FOMAG) - SECRETARIA DE EDUCACION DE 

CUNDINAMARCA proceda a resolver de fondo la solicitud elevada con 

radicado No 2021 – CES – 052506.  

 

Narra el accionante que, el 9 de julio de 2021 radicó solicitud  de reconocimiento 

de cesantías definitivas con número de radicado 2021–CES-052506 ante la 

Secretaria de Educación de Cundinamarca, petición que al momento de presentar 

la presente acción constitucional no había sido resuelta,  pese haberse vencido el 

plazo. 

 

TRÁMITE PROCESAL 

 

La acción de tutela correspondió por reparto a este Despacho el día 27 de 

septiembre de 2022, a continuación, mediante proveído del mismo día  se admitió 

en contra de la LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACION, FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO –

FOMAG-, SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE CUNDINAMARCA. Así 

mismo, se dispuso vincular a la a FIDUCIARIA LA PREVISORA SA –

FIDUPREVISORA- por tener interés eventual en las resultas de esta acción. De 

igual manera, se ordenó su notificación, para que en el término de dos (2) días 

presenten el informe previsto en el artículo 19 del Decreto 2591 de 1991, y se 
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pronuncien acerca de los hechos que dan origen a la presente acción, en la forma 

en que estime conducente.  

 

La vinculada FIDUPREVISORA S.A. informó que actúa en calidad de 

vocera y administradora del Patrimonio Autónomo del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitando se declare 

la inexistencia de vulneración a derecho fundamental, como quiera que esta 

entidad realizó las actuaciones que le corresponde conforme a la norma; sustenta 

su pedimento argumentando que, el documento al que hace referencia el 

accionante es una solicitud de prestación económica radicada en la Secretaria de 

Educación departamental, lo que corresponde a un trámite administrativo, con 

términos diferentes a lo reglado en la ley Estatutaria del Derecho de petición y 

por tanto para el caso en específico se debe aplicar los términos establecidos en 

el decreto 1272 de 2018; continua informando que, frente a las peticiones del 

accionante es imperativo resaltar a su despacho que Fiduprevisora S.A. actúa 

únicamente en calidad de vocera y administradora del Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio; por tanto, esa entidad es la encargada de realizar los 

estudios de prestaciones sociales, económicas y asistenciales que requieran los 

docentes adscritos al magisterio, por tal razón, la solicitud queda resuelta con la 

expedición del Acto Administrativo por parte de la Secretaria de Educación. 

Narra que  la Fiduprevisora recibió por parte de la Secretaría de Educación 

proyecto de acto administrativo de reconocimiento CESANTIA DEFINITIVA a 

favor del accionante y luego de que se remitiera dicha solicitud al área de 

sustanciación y estudio, se NEGÓ el día de 27 de marzo hogaño; en virtud de 

dicha negación, esa entidad procedió a remitir la hoja de revisión 2150083 por 

medio del aplicativo interinstitucional ONBASE para que la SEM en virtud de sus 

atribuciones legales y constitucionales proceda a emitir el acto administrativo 

correspondiente subsanando, situación que no ha realizado la secretaria a la fecha 

de presentación del informe.   

 

Por su parte, la NACION - MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL, 

allegó escrito de contestación, solicitando se declare la improcedencia de la acción 

y subsidiariamente se desvincule a la entidad por cuanto no ha vulnerado derecho 

fundamental alguno, en primer lugar alega la falta de legitimación en la causa por 

pasiva, afirma que el competente es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio - FOMAG, en virtud de la ley es administrado bajo la figura de 

patrimonio autónomo por FIDUPREVISORA S.A, fiduciaria que ejerce la vocería 

y representación judicial y extrajudicial de FOMAG, con forme a los reglado en el 

artículo 4 de la ley 91 de 1989 es el encargado de atender las prestaciones sociales 

de los docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren vinculados a la 

fecha de la promulgación de dicha Ley y de los que se vinculen con posterioridad 

a ella; adiciona el informe describiendo el procedimiento contenido en el artículo 

2.4.4.2.3.2.2 del decreto 1075 de 2015 frente al reconocimiento y pago de las 

prestaciones económicas a cargo de la entidad territorial (Secretaria de 
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Educación) certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el 

docente así como el proceso de radicación, digitalización y trámite de solicitudes 

Prestacionales entre Secretarías de Educación y Fiduprevisora S.A.-FOMAG. 

 

Finalmente, la accionada SECRETARIA DE EDUCACION DE 

CUNDINAMARCA presento informe solicitando se declarara la carencia actual 

de objeto por hecho superado, toda vez que, el ente territorial otorgó respuesta al 

accionante a través del oficio No. 2022719026, exponiendo las acciones 

adelantadas en el trámite, esto es, la Secretaria de Educación de Cundinamarca 

expidió la Resolución No. 007197 de 29 de septiembre del 2022 “Por la cual se 

modifica la resolución No. 000938 del 09 de febrero de 2022 al HECTOR 

IGNACIO GUZMAN VILLAMIL” resolvió la solicitud de 9 de julio de 2021 

respecto al pago definitivo de cesantías; finalmente informa que el mismo día 

notifico a través del correo electrónico.   

 

CONSIDERACIONES  

  

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela 

es procedente para reclamar la protección inmediata de los derechos 

constitucionales fundamentales de una persona, cuando quiera que estos resulten 

amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad 

pública, o de los particulares en los casos expresamente señalados por el inciso 

final de este precepto.  

  

Puestas así las cosas, corresponde este Despacho determinar si se ha vulnerado 

el derecho fundamental de petición  alegado por la parte actora a fin de que se 

ordene a las accionadas NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN, LA 

FIDUPREVISORA como vocera del FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG) y la 

SECRETARIA DE EDUCACION DE CUNDINAMARCA contestar de fondo 

la petición elevada el 09 de julio de 2021 en la cual se reclamaba el 

reconocimiento y pago de las cesantías definitivas. 

 

Previo a estudiar de fondo el asunto, es necesario determinar en primera 

oportunidad, sobre la procedibilidad de la acción de tutela.  

  

Procedencia general de las acciones de tutela. 

 

Frente a la   legitimación en la causa por activa, este corresponde al señor 

HECTOR IGNACIO GUZMAN VILLAMIL quien actúa a nombre propio, 

como titular de los derechos invocados, razón por la cual, se encuentra legitimada 

para promover la acción de tutela; respecto a la Legitimación por Pasiva, se 

acredita, al corresponder a la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN , 

FIDUPREVISORA SA como vocera del FONDO NACIONAL DE 
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PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG) y la  

SECRETARIA DE EDUCACION DE CUNDINAMARCA, entidades 

públicas de las cuales se depreca la vulneración al derecho fundamental (artículo 

5 Decreto 2591 de 1991); frente a la inmediatez, este requisito se cumple, pues 

si bien la petición fue radicada desde hace más de un año, el derecho sobre el cual 

se depreca protección, en la actualidad presuntamente se encuentra aún 

vulnerado; Finalmente, respecto a la  subsidiariedad se encuentra acreditado 

toda vez que no existe otro recurso o media de defensa judicial para proteger el 

derecho de petición.  

 

Por lo expuesto hasta acá, es diáfano que la solicitud de amparo es procedente, 

por lo que se procederá a realizar el estudio de fondo a fin de resolver el problema 

jurídico planteado.   

  

El Derecho de Petición. 

 

Al respecto, se debe recordar que el artículo 23 de la Constitución Nacional, 

establece que “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a 

las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta 

resolución.”; De igual manera, según el mismo análisis y alcance que la Corte 

Constitucional le ha dado en reiteradas jurisprudencias, este contiene las 

siguientes características especiales que se encaminan en la obtención de una 

contestación pronta y completa de lo solicitado:  

  

“(…) La Constitución Política en su artículo 23, consagra el derecho fundamental 

de toda persona a presentar peticiones respetuosas en interés general o 

particular ante las autoridades y a obtener de ellas pronta resolución de fondo.  

  

La Corte Constitucional se ha referido en distintas oportunidades a la 

importancia de esta garantía fundamental, cuya efectividad, según se ha 

reconocido, “resulta indispensable para el logro de los fines esenciales del Estado, 

particularmente el servicio de la comunidad, la promoción de la prosperidad 

general, la garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la 

Constitución y la participación de todos en las decisiones que los afectan, así como 

para asegurar que las autoridades cumplan las funciones para las cuales han 

sido instituidas (artículo 2o. Constitución Política)”[7].  

  

A partir de esta garantía la jurisprudencia ha fijado una serie de reglas y de 

parámetros relacionados con el alcance, núcleo esencial y contenido de este 

derecho. Al respecto ha precisado lo siguiente:  

   

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de 

los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 

garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, 

a la participación política y a la libertad de expresión.  

   

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-332-15.htm%22%20/l%20%22_ftn7%22%20/o%20%22
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b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 

oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 

autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. (…)  

  

Por otra parte la ley 1755 de 20151, que regula el trámite que se le imparte a las 

peticiones que se presentan ante cualquier autoridad en sus artículos 13 al 22, 

dentro de los cuales el artículo 14 regula el término para proferir respuesta y que 

corresponde a 15 días, el mismo que además podrá prorrogarse si se informa 

antes del vencimiento del  término la razón en la demora a su respuesta y se 

indica el plazo en el cual se resolverá, prórroga que solo podrá como máximo ser 

el doble del inicialmente previsto, mientras que el artículo 15 fija las formas en 

que puede ser presentada, según el cual la solicitud puede ser verbal o escrita; 

normas que en su tenor literal indican lo siguiente:  

  

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones.   

  

Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición 

deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará 

sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:  

  

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de 

los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta 

al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva 

solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá 

negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las 

copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.  

  

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en 

relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) 

días siguientes a su recepción.  

  

Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los 

plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al 

interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los 

motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá 

o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.  

  

Artículo 15. Presentación y radicación de peticiones. Las peticiones podrán 

presentarse verbalmente y deberá quedar constancia de la misma, o por escrito, 

y a través de cualquier medio idóneo para la comunicación o transferencia de 

datos. Los recursos se presentarán conforme a las normas especiales de este 

código.  

  

Cuando una petición no se acompañe de los documentos e informaciones 

requeridos por la ley, en el acto de recibo la autoridad deberá indicar al 

peticionario los que falten.  

  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011.html#14
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011.html#15
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Si este insiste en que se radique, así se hará dejando constancia de los requisitos 

o documentos faltantes. Si quien presenta una petición verbal pide constancia de 

haberla presentado, el funcionario la expedirá en forma sucinta.  

  

Las autoridades podrán exigir que ciertas peticiones se presenten por escrito, y 

pondrán a disposición de los interesados, sin costo, a menos que una ley 

expresamente señale lo contrario, formularios y otros instrumentos 

estandarizados para facilitar su diligenciamiento. En todo caso, los peticionarios 

no quedarán impedidos para aportar o formular con su petición argumentos, 

pruebas o documentos adicionales que los formularios no contemplen, sin que 

por su utilización las autoridades queden relevadas del deber de resolver sobre 

todos los aspectos y pruebas que les sean planteados o presentados más allá del 

contenido de dichos formularios.  

  

A la petición escrita se podrá acompañar una copia que, recibida por el 

funcionario respectivo con anotación de la fecha y hora de su presentación, y del 

número y clase de los documentos anexos, tendrá el mismo valor legal del 

original y se devolverá al interesado a través de cualquier medio idóneo para la 

comunicación o transferencia de datos. Esta autenticación no causará costo 

alguno al peticionario.  

  

Parágrafo 1o. En caso de que la petición sea enviada a través de cualquier medio 

idóneo para la comunicación o transferencia de datos, esta tendrá como datos de 

fecha y hora de radicación, así como el número y clase de documentos recibidos, 

los registrados en el medio por el cual se han recibido los documentos.  

  

Parágrafo 2. Ninguna autoridad podrá negarse a la recepción y radicación de 

solicitudes y peticiones respetuosas.  

  

Parágrafo 3. Cuando la petición se presente verbalmente ella deberá efectuarse 

en la oficina o dependencia que cada entidad defina para ese efecto. El Gobierno 

Nacional reglamentará la materia en un plazo no mayor a noventa (90) días, a 

partir de la promulgación de la presente ley.”  

  

Aunado a lo anterior, se debe recordar que la Corte Constitucional en sentencia T 

077 del dos (2) de marzo de 2018, ha considerado que el artículo 23 de la 

Constitución Política consagra el derecho que tienen todas las personas a 

presentar peticiones respetuosas por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta resolución. Así mismo, consideró la misma corporación que en 

desarrollo del texto superior, la Ley 1755 de 2015 reguló todo lo concerniente al 

derecho fundamental de petición, en los términos señalados en el Código de 

Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo.  

  

De igual manera, en Sentencias T 251 de 2008 y T 487 de 2017, la Corte 

Constitucional ha precisado que el contenido esencial del derecho de petición 

comprende: (i) la posibilidad efectiva de elevar, en términos respetuosos, 

solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se 
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abstengan de tramitarlas; (ii) la respuesta oportuna, esto es, dentro de los 

términos establecidos en el ordenamiento jurídico, con independencia de que su 

sentido sea positivo o negativo; (iii) una respuesta de fondo o contestación 

material, lo que implica una obligación de la autoridad a que entre en la materia 

propia de la solicitud, según el ámbito de su competencia, desarrollando de 

manera completa todos los asuntos planteados (plena correspondencia entre la 

petición y la respuesta) y excluyendo fórmulas evasivas o elusivas.  

  

A su turno, en Sentencia C 418 de 2017, La Corte Constitucional reiteró que el 

ejercicio del derecho de petición se rige por las siguientes reglas y elementos de 

aplicación:  

  

“1) El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la 

efectividad de los mecanismos de la democracia participativa.  

2) Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, 

como los derechos de acceso a la información, la libertad de expresión y la 

participación política.  

3) La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser 

oportuna, es decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; (ii) 

la respuesta debe resolver de fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser 

clara, precisa y congruente con lo solicitado; y (iii) debe ser puesta en 

conocimiento del peticionario.  

4) La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se 

concreta necesariamente en una respuesta escrita.  

5) El derecho de petición fue inicialmente dispuesto para las actuaciones ante las 

autoridades públicas, pero la Constitución de 1991 lo extendió a las 

organizaciones privadas y en general, a los particulares.  

6) Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver las 

peticiones formuladas fue el señalado por el artículo 6 del Código Contencioso 

Administrativo, que señalaba un término de quince (15) días para resolver, y en 

los casos en que no pudiere darse la respuesta en ese lapso, entonces la autoridad 

pública debía explicar los motivos de la imposibilidad, señalando además el 

término en el que sería dada la contestación.  

7) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la 

obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. En 

sentido concurrente, el silencio administrativo es prueba de la violación del 

derecho de petición.  

8) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el derecho de 

petición no la exonera del deber de responder.  

9) La presentación de una petición hace surgir en la entidad, la obligación de 

notificar la respuesta al interesado”.  

 

Ahora bien, dado que la petición de reconocimiento de cesantías del Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio tiene una reglamentación especial se expone 

en los siguientes términos:  

 

Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio - FOMAG: 
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Mediante la Ley 91 de 29 de diciembre de 1989, el Congreso de la República, creó 

el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, el cual en su artículo 

5 definió sus objetivos, así:  

 

Artículo 5. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá los 

siguientes objetivos: 1. Efectuar el pago de las prestaciones sociales del personal 

afiliado. 2. Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, que 

contratará con entidades de acuerdo con instrucciones que imparta el Consejo 

Directivo del Fondo. 3. Llevar los registros contables y estadísticos necesarios 

para determinar el estado de los aportes y garantizar un estricto control del uso 

de los recursos y constituir una base de datos del personal afiliado, con el fin de 

cumplir todas las obligaciones que en materia prestacional deba atender el 

Fondo, que además pueda ser utilizable para consolidar la nómina y preparar el 

presupuesto en el Ministerio de Hacienda. 4. Velar para que la Nación cumpla en 

forma oportuna con los aportes que le corresponden e igualmente transfiera los 

descuentos de los docentes. 5. Velar para que todas las entidades deudoras del 

Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio, cumplan oportunamente con el 

pago de sus obligaciones. Negrilla fuera de texto.  

 

De otra parte, en cuanto al trámite establecido para el reconocimiento y pago de 

las cesantías de los docentes, el artículo 2 del Decreto 1272 de 2018 “por el cual 

se modifica el Decreto número 1075 de 2015 –Único Reglamentario del Sector 

Educación–, se reglamenta el reconocimiento y pago de Prestaciones 

Económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

y se dictan otras disposiciones” dispuso:  

 

Artículo 2.4.4.2.3.2.1. Radicación de las solicitudes de 

reconocimiento de prestaciones económicas. Las solicitudes de 

reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio deben ser presentadas, ante la última 

entidad territorial certificada en educación que haya ejercido como autoridad 

nominadora del afiliado, de acuerdo con el formulario adoptado para el efecto 

por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

 La sociedad fiduciaria implementará un sistema de radicación único, que 

registre las solicitudes de estudio de reconocimiento de prestaciones económicas 

a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio de forma 

simultánea en la respectiva entidad territorial certificada en educación y en dicha 

sociedad.  

 

El sistema de radicación única debe permitir a los solicitantes y actores del 

proceso, conocer electrónicamente el estado del trámite, desde su radicación 

hasta su resolución y pago, asimismo debe permitir identificar aquellos casos en 

los que se realicen pagos oficiosos ya sea en cumplimiento de una orden judicial 

o por disposición administrativa. 
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Artículo 2.4.4.2.3.2.2. Gestión a cargo de las Secretarías de 

Educación. La atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones 

económicas que reconoce y paga el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio será efectuada a través de la entidad territorial certificada en 

educación o la dependencia que haga sus veces.  

 

Para tal efecto, la entidad territorial certificada en educación correspondiente, a 

la que se encuentre vinculado el docente, deberá:  

 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas 

con el reconocimiento de prestaciones económicas, de acuerdo con los 

formularios que adopte la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los 

recursos de dicho Fondo.  

2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria y conforme a los formatos únicos 

por esta adoptados, certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y 

prestacional del docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con la 

normativa vigente.  

3. Subir a la plataforma que se disponga para tal fin el proyecto de acto 

administrativo debidamente digitalizado con su respectivo expediente para que 

sea revisado por la sociedad fiduciaria. 

4. Suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 

económicas, de acuerdo con lo dispuesto en las Leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 

y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos 

a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la 

ley y en esta Subsección.  

5. Remitir a la sociedad fiduciaria copia de los actos administrativos de 

reconocimiento de prestaciones económicas, junto con la respectiva constancia 

de ejecutoria para efectos del pago.  

 

Parágrafo. Todos los actos administrativos que sean expedidos por la entidad 

territorial certificada en educación, a través de los cuales se reconozcan 

prestaciones económicas a los afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, deberán contar con la aprobación previa por parte de la sociedad 

fiduciaria, so pena de incurrir en las responsabilidades de carácter disciplinario, 

fiscal y penal correspondientes. 

 

Artículo 2.4.4.2.3.2.3. Uso de las tecnologías de la información y las 

comunicaciones. En el marco de las gestiones reguladas en la presente 

subsección, las entidades territoriales certificadas en educación y la sociedad 

fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio deberán privilegiar el uso de las tecnologías 

de la información y las comunicaciones, con el fin de garantizar los principios de 

las actuaciones administrativas previstos en la Ley 1437 de 2011, en especial, los 

de eficacia, economía y celeridad. 

(…) 
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Artículo 2.4.4.2.3.2.22. Término para resolver las solicitudes de 

reconocimiento de cesantías. Las solicitudes correspondientes a 

reconocimientos de cesantías parciales o definitivas a cargo del Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio deben ser resueltas sin exceder 15 días 

hábiles contados desde la radicación completa de la solicitud por parte del 

peticionario. 

 

Artículo 2.4.4.2.3.2.23. Gestión de la entidad territorial en las 

solicitudes de reconocimiento de cesantías. La entidad territorial 

certificada en educación, dentro de los 5 días hábiles siguientes a la presentación 

en debida forma de la solicitud de reconocimiento de cesantías parciales o 

definitivas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

deberá elaborar un proyecto de acto administrativo que resuelva el 

requerimiento. 

 

Dentro del mismo término indicado en el inciso anterior, la entidad territorial 

deberá subir y remitir a través de la plataforma dispuesta para tal fin el proyecto 

de acto administrativo debidamente digitalizado con su respectivo expediente 

para que sea revisado por la fiduciaria. 

 

Artículo 2.4.4.2.3.2.24. Gestión a cargo de la sociedad fiduciaria en 

las solicitudes de reconocimiento de cesantías. La sociedad fiduciaria, 

dentro de los 5 días hábiles siguientes al recibo del proyecto de acto 

administrativo de reconocimiento de cesantías parciales o definitivas, deberá 

impartir su aprobación o desaprobación argumentando de manera precisa el 

sentido de su decisión. 

 

Dentro del mismo término indicado en el inciso anterior, la sociedad fiduciaria 

deberá digitalizar y remitir a la entidad territorial certificada en educación la 

decisión adoptada, a través de la plataforma dispuesta para tal fin. 

 

Artículo 2.4.4.2.3.2.25. Elaboración del acto administrativo que 

resuelve las solicitudes de reconocimiento de cesantías. La entidad 

territorial certificada en educación, dentro de los 5 días hábiles siguientes al 

recibo, por parte de la sociedad fiduciaria, del documento que contiene la 

aprobación o la desaprobación del proyecto de acto administrativo, deberá 

expedir el acto administrativo definitivo que resuelva la solicitud de 

reconocimiento de cesantías. 

 

Si la entidad territorial certificada en educación tiene objeciones frente al 

resultado de la revisión de que trata el artículo anterior, podrá presentar ante la 

sociedad fiduciaria las razones de su inconformidad, dentro de los 2 días hábiles 

siguientes contados desde la recepción del documento que contiene la 

aprobación o desaprobación del proyecto de acto administrativo. 

 

La sociedad fiduciaria contará con 2 días hábiles para resolver las observaciones 

propuestas por la entidad territorial certificada en educación, contados desde la 

recepción del documento que contiene las objeciones del proyecto. 
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La entidad territorial certificada en educación, dentro del día hábil siguiente 

contado desde la recepción de la respuesta a la objeción, debe expedir el acto 

administrativo definitivo. 

 

En cualquier caso, la entidad territorial certificada en educación deberá subir y 

remitir en la plataforma dispuesta por la sociedad fiduciaria, el acto 

administrativo digitalizado. 

 

PARÁGRAFO. Bajo ninguna circunstancia, los términos previstos en los 

incisos 2, 3 y 4 del presente artículo podrán ser entendidos como una ampliación 

del plazo señalado en el artículo 4 de la Ley 1071 de 2006. En todos los casos, las 

solicitudes de que trata este artículo deberán resolverse dentro de los 15 días 

siguientes a la fecha de su radicación completa por parte del peticionario. 

 

Artículo 2.4.4.2.3.2.26. Remisión del acto administrativo notificado y 

ejecutoriado que resuelve las solicitudes de reconocimiento de 

cesantías. Una vez notificado y ejecutoriado el acto administrativo definitivo 

que resuelve las solicitudes de reconocimiento de cesantías parciales o 

definitivas, la entidad territorial certificada en educación deberá subir y remitir 

este acto administrativo inmediatamente a través de la plataforma empleada 

para tal fin. 

 

Artículo 2.4.4.2.3.2.27. Pago de los reconocimientos de cesantías. 

Dentro de los 45 días hábiles siguientes a la notificación y ejecutoria del acto 

administrativo que reconoce las solicitudes de reconocimiento de cesantías 

parciales o definitivas, la sociedad fiduciaria deberá efectuar los pagos 

correspondientes. 

 

Artículo 2.4.4.2.3.2.29. Plataforma de digitalización.  Si por fuerza 

mayor o caso fortuito se presentan fallas en la plataforma de digitalización, la 

entidad territorial certificada en educación o la sociedad fiduciaria deberán 

enviar por el medio más expedito los documentos pertinentes al trámite 

prestacional que se esté desarrollando. Lo anterior, sin perjuicio de la 

responsabilidad que le sea imputable a la sociedad fiduciaria por no garantizar el 

funcionamiento de la plataforma de digitalización. 

 

Teniendo en cuenta la norma citada, y frente al caso que nos ocupa, encuentra 

este juzgado que, pese a que la parte actora omitió cumplir con el requerimiento 

realizado en el auto que admitió la tutela, esto es: “allegar al expediente, el escrito 

de la petición que elevó a la entidad accionada…”, se encuentra demostrado en 

el plenario que, efectivamente elevo solicitud tendiente al reconocimiento  y pago 

de cesantías el pasado 9 de julio de 2021 con número de radicado 2021–CES-

052506 ante la Secretaria de Educación De Cundinamarca; de esta manera el 

Despacho determina que, la obligación de resolver la solicitud se encuentra a 

cargo de la SECRETARIA DE EDUCACION DE CUNDINAMARCA y LA 

FIDUPREVISORA en su calidad de vocera y administradora DEL 
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FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO –FOMAG,  lo cual debió realizar en los términos dispuestos en 

el artículo 2.4.4.2.3.2.22. Del DUR 1075 DE 2015 - 15 días después de radicada la 

solicitud completa- y cumpliendo el procedimiento establecido en el mismo 

decreto.  

 

Así las cosas, es claro que el termino para resolver la solicitud se encuentra más 

que vencido, por lo que existe vulneración al derecho fundamental de petición, 

pues recordemos que la solicitud fue elevada desde el pasado 9 de julio de 2021, 

no obsta lo anterior, la SECRETARIA DE EDUCACION DE 

CUNDINAMARCA, con el informe que rindió respecto de la tutela que aquí nos 

ocupa, acreditó que dio contestación a la petición elevada por la accionante,  

mediante la Resolución No. 007197 de 29 de septiembre del 2022 ‘’Por la cual se 

modifica la resolución No. 000938 del 09 de febrero de 2022 al HECTOR 

IGNACIO GUZMAN VILLAMIL’’, donde se le indicó lo siguiente:  

  

 

 
 

 

Ahora bien, frente a la notificación de la resolución, pese a que la secretaria 

informa que fue debidamente notificada la resolución el pasado 29 de septiembre 

de 2022, el Despacho no encuentra prueba de  lo dicho por la entidad territorial, 

no obstante, en comunicación telefónica con el señor GUZMAN VILLAMIL, 

realizada al abonado telefónico 3016359387 el 06 de octubre hogaño, el mismo 
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confirmó conocer el contenido de la respuesta y la resolución dada por la 

Secretaria de Educación de Cundinamarca. 

  

Así las cosas, una vez el Despacho realizó el estudio de la respuesta informada por 

la Secretaria de Educación de Cundinamarca, frente a los hechos y 

pretensiones por los cuales el señor GUZMAN  solicita el amparo constitucional, 

por considerarlos aquella, vulnerados; Concluye este Juzgador que, en las 

actuales circunstancias, el hecho vulnerador al derecho fundamental de 

petición se superó, sobreviniendo una carencia actual de objeto,  lo 

anterior, toda vez que la entidad accionada, si bien de manera extemporánea a 

los plazos dados por la normatividad aplicable y vigente; acreditó haber resuelto 

de fondo, es decir, clara -de fácil comprensión-, precisa -atiende lo solicitado en 

su totalidad-, congruente -con forme a lo solicitado- y consecuente con el trámite 

que la origina (Corte Constitucional T 044 de 2019), mediante la Resolución 

No. 007197 de 29 de septiembre del 2022, la cual fue efectivamente 

notificado al correo electrónico dispuesto por la accionante en la misma fecha de 

su emisión según refirió el actor en la llamada telefónica.  

 

Ahora bien, el Despacho debe indicar a la parte accionante que  tal y como lo ha 

considerado de vieja data la Corte constitucional en sentencias T 242 de 1993 y T 

146 de 2012, “el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la 

cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente 

las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado 

este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, 

aunque la respuesta sea negativa” 

 

Carencia actual de objeto por hecho superado. 

 

Por lo expuesto, en lo que tiene con la figura del hecho superado, la Corte 

Constitucional en diversas providencias se manifestado frente a dicho fenómeno 

jurídico, tal es el caso de la sentencia T-011 de 2016, en la cual se manifestó: 

 

“El hecho superado se presenta cuando, por la acción u omisión (según sea el 

requerimiento del actor en la tutela) del obligado, se supera la afectación de tal 

manera que “carece” de objeto el pronunciamiento del juez. La jurisprudencia 

de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de 

las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la 

satisfacción de lo pedido en tutela. Es decir, el hecho superado significa la 

observancia de las pretensiones del accionante a partir de una conducta 

desplegada por el agente transgresor. El daño consumado tiene lugar 

cuando “la amenaza o la vulneración del derecho fundamental han producido 

el perjuicio que se pretendía evitar con la acción de tutela. La configuración de 

este supuesto ha sido declarada por la Corte, por ejemplo, en los casos en que el 

solicitante de un tratamiento médico fallece durante el trámite de la acción 

como consecuencia del obrar negligente de su E.P.S., o cuando quien invocaba 
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el derecho a la vivienda digna fue desalojado en el curso del proceso del 

inmueble que habitaba”. 

 

Aunado a ello, se debe recordar que la misma Corporación en sentencia T 085 de 

2018 ha desarrollado la figura jurídica del hecho superado en los siguientes 

términos: 

 

“La jurisprudencia de esta Corporación, en reiteradas oportunidades, ha 

señalado que la carencia actual de objeto sobreviene cuando frente a la petición 

de amparo, la orden del juez de tutela no tendría efecto alguno o “caería en el 

vacío”. Al respecto se ha establecido que esta figura procesal, por regla general, 

se presenta en aquellos casos en que tiene lugar un daño consumado o un hecho 

superado.  

 

El hecho superado tiene ocurrencia cuando lo pretendido a través de la acción 

de tutela se satisface y desaparece la vulneración o amenaza de los derechos 

fundamentales invocados por el demandante, de suerte que la decisión que 

pudiese adoptar el juez respecto del caso específico resultaría a todas luces 

inocua y, por lo tanto, contraria al objetivo de protección previsto para el 

amparo constitucional. En este supuesto, no es perentorio incluir en el fallo un 

análisis sobre la vulneración de los derechos fundamentales cuya protección se 

demanda, salvo “si considera que la decisión debe incluir observaciones acerca 

de los hechos del caso estudiado, [ya sea] para llamar la atención sobre la falta 

de conformidad constitucional de la situación que originó la tutela, o para 

condenar su ocurrencia y advertir la inconveniencia de su repetición, so pena 

de las sanciones pertinentes, si así lo considera. De otro lado, lo que sí resulta 

ineludible en estos casos, es que la providencia judicial incluya la demostración 

de la reparación del derecho antes del momento del fallo. Esto es, que se 

demuestre el hecho superado”. 

 

Así las cosas, del material probatorio recaudado, analizado a la luz del Decreto 

2591 de 1991 y de la Jurisprudencia de la Corte Constitucional, concluye el 

Despacho que se debe negar la presente acción de tutela. 

 

DECISIÓN  

   

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARENTA Y UNO (41) LABORAL 

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C., administrando justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la ley,   

  

RESUELVE   

 

PRIMERO: NEGAR la acción de tutela impetrada por HECTOR IGNACIO 

GUZMAN VILLAMIL contra LA NACION – MINISTERIO DE 

EDUCACION, la SECRETARIA DE EDUCACION DE CUNDINAMARCA 

y LA FIDUPREVISORA en su calidad de vocera y administradora del 
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JUZGADO CUARENTA Y UNO LABORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 
La providencia que antecede se notificó por Estado    

N° 168 del 7 de octubre de 2022. 
 

 
LUZ ANGÉLICA VILLAMARIN ROJAS 

Secretaria 
 

 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO –FOMAG, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia.  

  

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes en los términos del 

artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.   

   

TERCERO: REMITIR el presente expediente a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión, siempre y cuando la decisión aquí proferida no fuere 

impugnada.   

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

   

  

LUIS GERARDO NIVIA ORTEGA  

Juez   

 

 

 

 

 

 


